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· Para la Defensoría Penal Pública es un hecho trascendental ser la primera institución pública que realiza un estudio acerca del cumplimiento de la Ley de Violencia Intrafamiliar.

· Es trascendental porque esta institución no es ajena a los problemas sociales que se presentan en nuestro país. Por el contrario, es un organismo que está en contacto diario con los dramas más profundos que lo afectan.

· Más aún, me permito hacer una categórica aseveración: Frente a la violencia intrafamiliar             –como frente a cualquier infracción penal- la Defensoría no pretende la impunidad ni tampoco tener una especie de clientes frecuentes. No. La Defensoría aspira a que, en los casos que corresponda, se apliquen sanciones justas y que como país seamos capaces de generar fórmulas de rehabilitación y de reinserción social cada vez más efectivas.

Cambio de paradigma: la familia tradicional

· Para abordar el tema de la violencia intrafamiliar, me parece necesario situarnos ante una evolución cultural: El modelo tradicional de familia se basaba en una figura que tenía poderes de decisión sobre todo el resto, el llamado paterfamilia, un varón adulto a quienes sus filiusfamilia –hijos o hijas y mujer– le debían obediencia, respeto y sumisión, puesto que él disponía de la autoridad para decidir sobre sus bienes, e incluso, sus vidas. En este modelo de familia se intercambiaba obediencia por protección.

· Este era el modelo que recogía nuestro Código civil, en el que el padre era quien tenía la patria potestad sobre sus hijos, lo que le permitía castigarlos física y psicológicamente. Asimismo, por el matrimonio, el marido es el jefe de la sociedad conyugal, y puede imponer incluso a la fuerza sus decisiones.
· Este paradigma cambió en Chile de manera radical durante los 90’. En efecto, entonces se comenzó la labor de poner de relieve a los derechos humanos como un límite al ejercicio del poder estatal, pero también se estableció que también están obligados a respetar los derechos humanos dentro de los ámbitos más íntimos de la vida.
· De esa forma se integraron al ordenamiento jurídico chileno dos textos muy importantes:
- 
Declaración de los derechos del niño/a.
- 
La primera ley de violencia intrafamiliar, basada en diversos textos internacionales:
· Convención sobre eliminación de toda forma de discriminación en contra de la mujer, de 18 de diciembre de 1979 (Artículo 7)

· Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, Resolución de la Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993 (Artículo 2)

· Convención Interamericana Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer o “Convencion De Belem Do Para”

· Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, adoptada por resolución de la Asamblea General 48/104, del 20 de diciembre de 1999 (Art. 4)

· No es de extrañar que son mayoritariamente estos dos colectivos los que históricamente han sufrido con mayor rigor de la violencia intrafamiliar.

· La idea de que era incorrecto a la luz de la ley chilena maltratar a hijos e hijas, mujer y otros miembros de las familias, marcó el inicio de un cambio cultural que aún nuestro país no es capaz de completar, ya que significa cambiar patrones de conducta adquiridos durante muchos siglos.
· Todo ello guarda relación con la obligación de los Estados de que todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. 
· Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos.
· Ahora, la obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comparte la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos, tal como lo han reconocido los diversos órganos de control de los tratados internacionales sobre DDHH.

· También durante los 90 se gestó otro cambio cultural en el ejercicio de los derechos de las personas: la Reforma Procesal Penal, que buscó, entre otros objetivos, proteger de mejor manera los derechos de todas las personas y en todas las etapas del proceso.

· Así nació la Defensoría Penal Pública, como una institución pública encargada de dar defensa jurídica de calidad a las personas imputadas por un delito que por cualquier causa carecen de abogado.

· En otras palabras, nuestra misión fundamental, nuestro trabajo diario, es permitir el libre y pleno ejercicio de los derechos de las personas.

· Es por ello que no debe extrañar que –como afirmé al iniciar estas palabras- sea la Defensoría la primera institución pública que realizó un diagnóstico de la Ley VIF, pues nuestra misión               –reitero- no es buscar la impunidad, sino lograr que en un proceso no sean vulnerados derechos fundamentales, lograr condenas justas.
· La Defensoría tras un análisis de su labor, como siguiendo las recomendaciones de este estudio, se está preparando con capacitación en violencia intrafamiliar, la que ha sido dictada gracias al aporte del Servicio Nacional de la Mujer.

· La capacitación ha versado sobre evaluación de riesgo en VIF, lo que implica predecir un evento negativo al futuro. Nos hemos dado cuenta que lo que se discute en una audiencia sobre medidas cautelares de delitos “no VIF” no nos servían al momento de determinar la necesidad y la intensidad de una medida cautelar o de una condición en una SCP. El CPP entre comillas “nos quedaba chico”, por lo que debemos recurrir a elementos diversos para evaluar cuándo y cuál ha de ser la medida justa en el caso concreto.

· Asimismo, nos encontramos perfeccionando nuestro sistema informático-estadístico, de manera contar datos que nos permitan cumplir adecuadamente con lo dispuesto en la letra f) del Art. 3 de la Ley VIF, que obliga a tener registros en esta materia. Cabe hacer notar que desde la aplicación de la nueva normativa, que llevó la violencia intrafamiliar como tal al ámbito penal, hemos apreciado un incremento de nuestros imputados por el delito de lesiones, al punto que éste se ha transformado en la infracción penal más frecuente. Falta, indudablemente, un trabajo acucioso con los antecedentes, de manera de tener más luces respecto de las causas que nos preocupan.
· Estimadas y estimados amigos: Las conclusiones del estudio que hoy damos a conocer indican que el tema de la violencia dentro de la familia es altamente complejo de abordar y que su tratamiento requiere intervenciones multisectoriales e interdisciplinarias, por lo que hemos invitado a expertos y expertas de distintas áreas para discutir en el panel con el que finaliza este Seminario.

· Permítanme un paréntesis: Laura Albornoz era una alumna de muy buenas notas en las tareas que le encargaba este profesor en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. Hoy le tengo que decir a la señora Ministra Directora del SERNAM que la Defensoría cumplirá también con todas sus tareas correspondientes a este tema tan importante para el país como es terminar con la cultura de la violencia en el ámbito familiar. Ese es nuestro compromiso.
· Esperamos que esta iniciativa contribuya a que tengamos conciencia de que abordar el tema VIF no es sólo proteger a las víctimas, sino que educar a la ciudadanía entera –incluidos los/as agresores/as- en cuanto a que la violencia es inaceptable y que hay otra forma de amarse, otra forma de hacer familia.
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